Exp: 00-006314-0007-CO

Res: 2000-06910

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las quince horas con cincuenta y cinco minutos del ocho de agosto del dos mil.-

Recurso de amparo interpuesto por JORGE BONILLA ULATE, mayor, divorciado, empresario, vecino de Guadalupe, cédula de identidad número 1-502-657, a favor de "SERVICIOS RAPIDOS ADUANALES, SOCIEDAD ANONIMA"; contra la DIRECCION GENERAL DE ADUANAS.

Resultando:

1.- Por memorial presentado en la Secretaría de este Tribunal al ser las diez horas cincuenta y seis minutos del primero de agosto de este año, el recurrente interpone recurso de amparo en contra de la Dirección General de Aduanas y a favor de "Servicios Rápidos Aduanales, Sociedad Anónima", en razón de que mediante declaraciones aduanera números 706388 y 706389 de veintidós de noviembre de mil novecientos noventa y seis de la Aduana Central, la amparada tramitó en las líneas 1 y 2 el despacho a consumo de mercancía declarada como "llantas de obras públicas" en la posición arancelaria 4011.91.00.90 para el importador "Compañía Mercantil, Sociedad Anónima"; que posteriormente la División de Control y Fiscalización dentro de sus funciones de control a posteriori, y a efecto de verificar las declaraciones aduaneras indicadas, le hace una prevención a través de oficio sin número de veinte de febrero de mil novecientos noventa y siete, solicitando una serie de documentos como catálogo original de las llantas importadas, original de las órdenes de pedido de las llantas referidas y los originales de las facturas de venta de dichas mercancías; que mediante resolución número TC-013-97 de veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y siete, la División de Control y Fiscalización inicia procedimiento ordinario contra la amparada y "Compañía Mercantil, S.A.", por cuanto de la revisión a posteriori efectuada a las declaraciones aduaneras indicadas, procede a reclasificar las líneas referentes a las "llantas de obras públicas" en la posición 4011.20.10.00, lo anterior con fundamento en un criterio externado por el Departamento de Verificación a través de oficio DV-DNP-0144-97 de diecinueve de febrero de mil novecientos novneta y siete, produciéndose con dicha recalificación una diferencia de impuestos que asciende a la suma de cuatro millones novecientos quince mil cuatrocientos ochenta y un colones; que dentro del plazo correspondiente la importadora presentó oposición al traslado de cargos número TC-DCF-013-97 por considerar que las llantas de obras públicas presentan características propias que la hacen diferente a las llantas para bus o camión, y solicitó que se anulara el traslado impugnado; que a su vez, la amparada presentó dentro del plazo conferido, sea el cuatro de abril de mil novecientos noventa y siete, sus alegatos de oposición y pruebas contra el traslado de cargos citado; que la Dirección General de Aduanas, a solicitud de parte, concedió una audiencia oral y privada a través de la resolución número RES-DCF-158-97, y a efecto de subsanar los vicios del acto de apertura (TC-DCF-013-97), procede a iniciar un procedimiento ordinario a través de la resolución número RES-DCF-180-97 de nueve de junio de ese año, reclasificando las llantas para obras públicas despachadas en las declaraciones aduaneras citadas, generando la misma diferencia tributaria citada; que mediante escrito de veintitrés de junio de ese año, la importadora presentó los alegatos contra dicha resolución y de la misma forma lo hizo la amparada; que de previo a emitir la resolución final en el procedimiento, la División de Fiscalización, a través de oficio número DCF-1707-97 de veintiocho de agosto de ese año, solicita criterio a la Asesoría Legal de la Dirección General de Aduanas, sobre la responsabilidad del agente aduanero en relación con la situación discutida; que la Dirección General de Aduanas dicta acto definitivo a través de la resolución RES-DCF-423-98 de dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y ocho, rebatiendo todos y cada uno de los alegatos de las partes y resuelve reclasificar la mercancía declarada como llantas de obras públicas de la partida 401191.00.90 a la posición arancelaria número 4011.20.10.00 y fija el monto del adeudo pendiente en la suma indicada; que dentro del plazo la amparada interpuso recurso de reposición y apelación contra dicha resolución; que la Administración Aduanera dicta la resolución número DCF-296-99 de diecinueve de mayo del año pasado en la que resuelve denegar la reconsideración solicitada y cita y emplaza a las partes para que hagan valer sus derechos ante el superior en grado; que la amparada se apersona al Tribunal Aduanero Nacional mediante escrito de diez de junio del año pasado; que mediante sentencia número 011-2000 emitida por el Tribunal Aduanero Nacional a las dieciséis horas venticinco minutos del tres de abril de este año, resolvió por mayoría declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto, manteniendo la resolución recurrida; que según se desprende de los hechos, la administración procedió en contra de lo establecido en la jurisprudencia constitucional al reclasificar las mercancías en forma unilateral y sin mediar procedimiento alguno; que su actuación no fue de mala fe como para ser penada con tal sanción. 

2.- El artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional faculta a la Sala a rechazar de plano o por el fondo, en cualquier momento, incluso desde su presentación, cualquier gestión que se presente a su conocimiento que resulte ser manifiestamente improcedente, o cuando considere que existen elementos de juicio suficientes para rechazarla, o que se trata de la simple reiteración o reproducción de una gestión anterior igual o similar rechazada.

Redacta el Magistrado Vargas Benavides; y,

Considerando:

I.- El recurrente considera que con la actuación de la Administración Aduanera se lesionan sus derechos fundamentales. De la sola lectura del memorial inicial se puede concluir que lejos de un reclamo por lesiones a derechos fundamentales, el legajo se constituye en una manifestación de inconformidad con la forma en que se resolvió el procedimiento ordinario que se inició en contra de la amparada y de la importadora en mil novecientos noventa y siete.

II.- Si bien este Tribunal, en varias ocasiones, ha resguardado los derechos de los importadores o agencias aduaneras al reclasificarse unilateralmente sus declaraciones, ello se ha hecho cuando no se hubiese sustentado procedimento alguno dentro del cual se le diera la oportunidad a los afectados de proveer en su defensa, resguardándose siempre la potestad fiscalizadora a posteriori que ejercen las Autoriades Aduaneras en esta materia. En el caso en examen, el memorial inicial no puede describir mejor el respeto que se tuvo por parte de la Administración de los derechos fundamentales de la amparada al debido proceso y a la defensa. Nótese que el proceso se ha tomado tres años desde que inició, la Administración ha tomado en cuenta los alegatos de las partes al punto de enderezar los procedimientos que se habían iniciado en forma defectuosa, subsanando los yerros; la amparada ha tenido la oportunidad de apelar y recurrir los actos dictados por la Administración al punto de llevar el asunto en apelación ante el Tribunal Aduanero Nacional. De ahí que, considera la Sala, no se ha ocasionado lesión alguna que pudiere ser revisada en esta vía, ya que los principios y derechos fundamentales al debido proceso y la defensa se notan respetados en todo su alcance por la Administración.
III.- Ahora bien, si lo que pretende el recurrente es que este Tribunal declare improcedente la reclasificación que le interesa, menester es indicarle que ello escapa a sus competencias, por lo que lo pertinente es que –ya que se agotó la vía administrativa- se proceda a plantear la discusión en la vía jurisdiccional ordinaria contencioso administrativa y civil de hacienda, a la cual le corresponde en definitiva y por mandato expreso de la Constitución y la Ley, el resolver este tipo de conflictos. Por lo expuesto el recurso resulta improcedente y así debe declararse. 

Por tanto:

Se rechaza por el fondo el recurso.
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